

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO SESENTA Y CINCO
En la ciudad de Córdoba, a los diecinueve días del mes de septiembre de dos mil diecisiete, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Luis Enrique Rubio y María Marta Cáceres de Bollati bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados "ESCOBAR VALVERDE, CARLOS MARIANO C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - ILEGITIMIDAD - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. N° 1467374), con motivo del recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 100), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación?

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?


Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, María Marta Cáceres de Bollati y Luis Enrique Rubio.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:

1.- A fs. 100 la parte actora interpuso recurso de apelación, en contra del Auto Interlocutorio Número Quinientos sesenta y cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el catorce de noviembre de dos mil catorce (fs. 97/99), mediante el cual se resolvió: "1.- Hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada. 2.- Imponer las costas a la actora…", haciendo caer de esta manera, el primer decreto fundado suscripto por el Presidente de fecha dos de octubre de dos mil trece, que declaró que "No compartiendo los dichos del Sr. Fiscal de Cámara, admítase, en cuanto por derecho corresponda, la presente demanda contencioso administrativa de ilegitimidad. …" (fs. 59).
2.- Concedido por la Cámara a quo (fs. 112/112vta.) se elevan los autos a este Tribunal (fs. 115), y se ordena correr traslado a la parte apelante (fs. 116), quien lo evacua a                     fs. 117/121, solicitando se revoque el pronunciamiento, con costas.
La expresión de agravios admite el siguiente compendio: 
El recurrente remite a los argumentos vertidos en la oportunidad de evacuar el traslado de la excepción relativos a que la demandada no había cuestionado la postura del Tribunal que habilitó la instancia y por ende, había admitido que la interpretación propugnada respecto del artículo 82 de la Ley 6658 es correcta.

Declara que según el citado precepto se impide la interposición de un nuevo recurso de reconsideración cuando el anterior fue deducido por la misma parte contra un acto anterior, circunstancia que no ocurre en la especie, pues no había tenido participación alguna antes.

Señala que no tenía otra opción más que recurrir y, en todo caso, en caso de duda, debía resolverse en favor del administrado y de la promoción de la acción. Cita jurisprudencia.

Manifiesta que las afirmaciones realizadas por el Fiscal de Cámara y que el Tribunal comparte para admitir la excepción no son una derivación razonada del derecho vigente, pues, por un lado, la contraria no realizó un cuestionamiento real a la postura del Tribunal relativa a la admisión de la demanda, y entonces lo resuelto, implica una violación al principio de congruencia. Cita jurisprudencia.

Cuestiona a la Sentenciante que sin fundar los motivos del cambio de parecer, interpreta al citado artículo 82 ib. de manera contraria a la posición asumida en el proveído del trece de octubre, limitándose a señalar que la hermenéutica propiciada por su parte carece de base legal y es burocrática. Insiste en que los dogmas propugnados son equivocados y el resultado de ignorar sus planteos.

Expone que la interpretación que asigna al artículo 82 ib. armoniza con la finalidad de la norma relativa a que la Administración tenga la oportunidad de controlar su propia actividad para evitar una violación al principio de legalidad y un pleito innecesario y además, es acorde a la aplicación del principio pro actione.
Aduce que inadmitir la demanda implica una frustración del acceso a la jurisdicción y de un adecuado servicio de justicia (arts. 18, C.N. y 8, C.A.D.H.), conforme a una interpretación legal meramente ritualista. Cita jurisprudencia.

Arguye que resulta directamente aplicable al sub lite lo resuelto por el Tribunal Superior en el precedente "Marun…" (Sent. Nro. 78/2011), pues el precepto en cuestión es cuanto menos dudoso respecto de cómo debía proceder y, por lo tanto, debe estarse a una interpretación que favorezca la revisión y admisión de la demanda.
Asegura que lo sostenido por la Sentenciante en cuanto a que admitir su postura interpretativa significaría que se prolongue el procedimiento más allá del ejercicio de la actividad de "administración de control", ya ejercida en el caso por el recurso presentado por un tercero participante del procedimiento de selección, resulta dogmática y equivocada. 

Reitera que lo resuelto viola el principio de congruencia, es dogmático y carece de fundamentación, lo cual atenta contra la tutela judicial efectiva al declarar la inadmisibilidad de la demanda de oficio y además el principio pro actione, sin dar razón alguna.
Finalmente, denuncia la violación de derechos constitucionales y formula reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).

3.- A fs. 122 se corrió traslado de la expresión de agravios a la contraria quien lo evacuó a fs. 123/126vta. solicitando su rechazo con costas.

4.-  Atento tratarse de un proceso de ilegitimidad y a la instancia procesal cumplida, a fs. 127 se corrió traslado al Señor Fiscal General de la Provincia, quien se expidió en sentido adverso a la procedencia del recurso de apelación interpuesto (Dictamen CA N° 311 del 26 de abril de 2016, fs. 128/130vta.).


5.- A fs. 131 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 132 y 134), deja la causa en estado de ser resuelta.

6.- El recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, contra un Auto que hizo lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal y por parte legitimada, razón por la cual corresponde su tratamiento (arts. 43 y ss. del C.P.C.A. y 366 y ss. del C.P.C. y C., aplicables por remisión del art. 13 del citado en primer término).


7.- El Auto recurrido contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del                C.P.C. y C.), la cual debe tenerse por reproducida en el presente al efecto de evitar su innecesaria reiteración.


8.- El Tribunal a quo, mediante el decisorio que se impugna hizo lugar a la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, declarando que la presente causa no integra la competencia del Tribunal en razón de que la demanda es extemporánea por caducidad, deviniendo en consecuencia el acto impugnado firme y consentido (fs. 97/99).

Para así resolver, el Tribunal -siguiendo la opinión expresada por el Señor Fiscal de Cámara (Dictamen Nro. 368 de fecha 07/10/2014, cfr. fs. 90/91)- sostuvo que el recurso de reconsideración interpuesto por el actor resultaba manifiestamente improcedente en los términos del artículo 82 de la Ley 6658 y por lo tanto, carente de efecto interruptivo de los términos para plantear la demanda (art. 8, Ley 7182).
Contra tales razones alza su embate el recurrente quien insiste en que el recurso de reconsideración interpuesto con fecha dieciséis de enero de dos mil doce (fs. 38/42) en contra del Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 1019/2011 era necesario y por ende, excluye la extemporaneidad por caducidad de la demanda que juzgó la Cámara                      (fs. 117/120vta.).

9.- Un repaso detenido de las actuaciones y de la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora, los reproches opuestos al fallo por el recurrente y la legislación aplicable al caso, conduce a anticipar una solución favorable a la censura desarrollada.

Como es sabido, la jurisprudencia constante de los Tribunales del Fuero, reiterada en muchas ocasiones por este Tribunal Superior de Justicia (Sentencias Nro. 22/1997 "Álvarez, Antonio..."; Nro. 1/1998 "Quevedo, Miguel Ángel..." y Nro. 59/1998 "F.E.T.A.P. ...", entre otras), ha entendido que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (A.A.I.I. Nro. 12/1982 "Sodicor...", Nro. 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente la recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (A.A.I.I. Nro. 212/1982 "Bustos de Sabena...", Nro. 210/1984 "Empresa Grau y Cerrito...", Nro. 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", Nro. 350/1986 "Coop.          Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que pueda ser recurrida por la vía contencioso administrativa; si desaparece la "posibilidad" de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme (FIORINI, B.A., Qué es el Contencioso?, Buenos Aires, 1965, págs. 216/217).
De las constancias de autos se infiere que mediante el Decreto Número 1880 dictado por el Poder Ejecutivo Provincial el veinte de octubre de dos mil diez, se designó al actor como Jefe de la Administración y Recursos Humanos de la Dirección de Jurisdicción de Violencia Familiar del Ministerio de Justicia (cfr. Art. 1º, fs. 13/16). Dicha resolución fue impugnada por la coconcursante, señora María Belén Sueldo, a través del recurso de reconsideración que oportunamente interpuso (fs. 17/25).
Por Decreto Número 1019 de fecha veinticuatro de junio de dos mil once (fs. 33/34), el Poder Ejecutivo Provincial hizo lugar al recurso planteado, revocó la designación del actor y dispuso remitir las actuaciones al Tribunal de Concurso para una nueva evaluación de antecedentes de los postulantes, lo que motivó un nuevo recurso de reconsideración                     -presentado ahora por el actor- que, finalmente, fue rechazado por improcedencia formal (Decreto Nro. 720 de fecha 19/06/2013, fs. 44/47).
Asimismo es dable señalar que el mismo decreto que rechazó la reconsideración del actor, en función del reenvío al Tribunal del Concurso, del Acta de Evaluación que consecuentemente se efectuó con fecha siete de noviembre de dos mil once (fs. 36/37) y del nuevo Orden de Mérito que colocó al señor Carlos Mariano Escobar Valverde (86 Puntos) en el segundo lugar y a la señora María Belén Sueldo en el primero (95 puntos), designó a ésta en el cargo concursado.
Como en definitiva, el recurso interpuesto por el actor había cuestionado el acto que resolvió un recurso de reconsideración previamente planteado (cfr. fs. 98vta.), la Cámara           a quo consideró que la impugnación deducida era innecesaria, a más de improcedente.

10.- A la luz de la base fáctica de autos, corresponde acoger el planteo del apelante por aplicación del principio pro actione que consiste en brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (cfr. doctrina de esta Sala en: Sentencias Nro. 64/2006 "Chalub, José Héctor..."; Nro. 91/2007 "Aime, Eduardo..."; Nro. 16/2008 "Morra, Victoria..."; Nro. 54/2008 "Arita S.R.L. ..."; Nro. 103/2008 "Krallian, Carlos Martín..."; Nro. 58/2009 "Jiménez Colodrero, Laura..."; Nro. 107/2009 "Crispi, Gladys Teresa y otra..." y Auto Nro. 31/2010 "Llanes, Héctor Osvaldo...").

Ello así, por cuanto de la lectura de la normativa administrativa aplicable surge que los pasos a seguir a los fines de agotar la vía contencioso administrativa en el caso particular fueron correctamente cumplidos por el administrado, quien razonablemente asumió que debía obligatoriamente interponer el recurso de reconsideración en forma previa a la interposición de la acción contencioso administrativa pertinente.
En efecto, si bien una interpretación integral y razonable de las normas que definen el sistema recursivo administrativo local (arts. 67, 68 y sgtes. y 80, 81, 82 y 87 de la Ley de Procedimientos Administrativos) conlleva a tener presente que por regla general no procede el recurso de reconsideración contra una medida ya reconsiderada (art. 82, Ley 6658), cabe precisar que el principio no tiene carácter absoluto y solo sería aplicable al caso de quien pide la reconsideración del acto que resolvió una impugnación de idéntica naturaleza previamente interpuesta.
Al respecto, se ha dicho que la finalidad de la cláusula ha sido impedir que aquél a quien le fue rechazado un recurso de reconsideración pueda interponer un nuevo recurso -de idéntica naturaleza- en contra de ese acto.
Pero, si no hay identidad de impugnantes, aunque haya identidad en el acto atacado, resulta razonable admitir la procedencia de la siguiente reconsideración interpuesta por otro sujeto interesado que resulta afectado en sus derechos por la decisión tomada por la Administración, aun cuando se trate de una resolución que se pronuncie sobre un recurso previamente planteado (cfr. criterio de la Procuración del Tesoro de                                                 la Nación, Dictámenes 67:7; 72:30, citado en GORDILLO, Agustín, http://www.gordillo.com/pdf_tomo4/capitulo9.pdf).
En sentido coincidente, se pronuncia CANOSA al señalar que "…si luego de resuelto el recurso de reconsideración, la misma parte interpone nuevamente el recurso, éste no será idóneo para surtir los efectos propios de todo recurso…" y concluye que "…la interposición o no del recurso de reconsideración es una facultad exclusiva del interesado y por ende, su presentación o no responde únicamente al diseño de la estrategia procedimental ideada por aquél para alcanzar la revocación del acto administrativo impugnado…" (autor citado, Procedimiento Administrativo: Recursos y Reclamos, Abeledo Perrot, Buenos Aires 2008, Cap. Sexto, pág. 387).
El mismo autor al tratar la legitimación recursiva, advierte que en un caso típico puede recurrir todo aquel particular que participó en el procedimiento de formación del acto administrativo cuando éste haya incidido negativamente en sus derechos, pero además, también podrían recurrir aquellos particulares que, sin haber participado en el procedimiento en que se dictó el acto objeto del recurso, resulten igualmente afectados por aquel.
De allí que sea dable admitir que puede interponer un recurso administrativo cualquier particular afectado, incluso cuando el perjuicio se derive del acto administrativo que beneficia a otro particular. Esta idea excluye la idea de "terceros" en el procedimiento administrativo, pues siempre la situación de afectación otorgará un interés propio que justifica la impugnación del acto.

En estos casos, se abre una suerte de etapa contradictoria en la que se contraponen intereses de dos particulares diferentes que los habilita para interponer, por ende, distintos recursos administrativos, pero también se admite que pueda tratarse del mismo recurso cuando la afectación de los intereses de uno derive de la decisión dada a un recurso interpuesto por el otro interesado, tal como ocurrió en autos respecto de sujetos particulares que intervinieron en un procedimiento de concurso.
Precisamente, en el sub lite, la decisión favorable respecto del recurso de reconsideración interpuesto por una concursante es generadora del agravio que invoca el actor para solicitar la reconsideración, sin que pueda asumirse que se trata de la hipótesis contemplada en el artículo 82 de la Ley 6658. Por el contrario, el acto resolutorio lo ubicó al actor en una nueva situación jurídica al despojarlo de su posición anterior, siendo esto precisamente la medida del interés que lo legitima para impugnar la decisión de la Administración.

Se trata de aplicar los principios consagrados en el propio plexo normativo local que establece que podrán impugnar todas aquellas personas que invoquen un derecho subjetivo o un interés legítimo, asumiendo que portarán la condición de "parte interesada" todos aquellos a los que el acto dictado afecte en sus derechos e intereses. Vale decir que, tal como se adelantaba, un particular que se presente en el procedimiento de impugnación, haya o no tenido participación en el procedimiento de formación del acto, tendrá el carácter de parte interesada siempre que evidencie y/o acredite un interés directo.
Este temperamento resulta aplicable a la situación de autos, donde el actor manifiesta un interés directo en que se reconsidere el acto administrativo que resolvió la reconsideración planteada por otra persona, porque siempre el particular tiene el derecho de presentar una reconsideración ante cualquier órgano que haya dictado un acto administrativo que lo afecte en virtud de la garantía constitucional de peticionar a las autoridades.
Resulta claro entonces, que las razones vertidas por la Administración demandada en el Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Número 720 de fecha diecinueve de junio de dos mil trece (fs. 44/47) que declaró "formalmente inadmisible" la impugnación recursiva del actor, resultan desacertadas y cuestionables, toda vez que se derivan de una interpretación parcial y sesgada de las normas aplicables que desconoce las circunstancias fácticas subyacentes en el caso particular.
En efecto, la interposición del "recurso de reconsideración" deducido por el accionante (cfr. fs. 38/42) en contra del citado Decreto Número 1019/2011 (fs. 33/34) lejos de ser un "nuevo recurso del recurrente" y por lo tanto innecesario, resultaba claramente admisible. En el caso de autos, se constata un supuesto fáctico esencialmente diferente al tipificado por  el artículo 82 de la Ley 6658, según el cual, no procederá el recurso de reconsideración de la reconsideración pues ello importaría forzar a la Administración a volver a emitir una decisión sobre lo ya resuelto (cfr. doctrina de esta Sala en Sent. Nro. 8/1991 "Gregorio M. Riaño...", ratificada en Sentencias Nro. 51/2005 "Manzotti…"; Nro. 121/2009 "Carrera, Dina…"; Nro. 71/2006 "Medina…"; Auto Nro. 278/2011 "Gerbaudo…").

De allí que, si la legitimación procesal en materia de recursos surge del agravio a los intereses del particular, en el caso, la legitimación activa del actor se renovó por el dictado del acto administrativo que hizo lugar al recurso de reconsideración interpuesto por otra concursante, ya que a consecuencia de dicho acto, se lo excluyó de la posición jurídica que previamente le había sido conferida al resultar designado en el cargo.

Desestimar la atribución recursiva del accionante con sustento en lo normado en el artículo 82 citado, importaría no sólo conferir un sentido a la norma que el Legislador no le ha atribuido, sino además negar la función de garantía formal que cumplen los recursos administrativos con relación a los particulares afectados en sus derechos jurídicamente protegidos, al permitirles la revocación o modificación de los actos administrativos ilegítimos eliminando el perjuicio que contienen.

El juicio emitido en cuanto a que "…El Decreto 1019/11 del Sr. Gobernador                  (fs. 33/34) dejó expedita la instancia contencioso administrativa, conforme lo dispuesto por el art. 82 de la L.P.A., que como lo señala el suscripto en Dictamen 385 de fs. 58 de autos, no efectúa distinción de índole subjetiva cuando consigna que no procederá recurso de reconsideración en contra de un acto que se ha limitado a resolver un recurso…" (énfasis agregado cfr. fs. 98vta.) importa un excesivo rigor que violenta los principios de acceso a la jurisdicción y pro actione.

En efecto, el acto que resolvió el recurso de reconsideración planteado por otro sujeto legitimado revocó la designación del accionante dispuesta por un acto precedente (Dec. Nro. 1880/2010).


Ante ello, no resultaba indiferente quien hubiera deducido la primera reconsideración, pues en virtud de la emisión de la decisión que resolvió tal recurso (Dec. Nro. 1019/11) es que nace la atribución subjetiva del actor para impugnar.

Consecuentemente, no se observa en autos que el obrar del actor haya contrariado la finalidad legal de impedir que un mismo recurrente impugne sucesivamente y mediante el mismo remedio recursivo -la reconsideración- una misma decisión administrativa.

11.- Es dable recordar que el artículo 1 inciso a) de la Ley 7182, impone como presupuesto procesal que se impugne un acto administrativo que cause estado en razón de haberse agotado a su respecto las instancias administrativas.

El acto que causa estado es un acto administrativo definitivo (art. 77 de la L.P.A.) contra el cual se han interpuesto en tiempo y forma los recursos administrativos a fin de agotar la vía administrativa, cumplimentando de tal forma con el artículo 178 de la Constitución de la Provincia de Córdoba.

El acto definitivo es el que resuelve el fondo de la cuestión a diferencia de los actos interlocutorios o de trámite que sólo resuelven las medidas procedimentales. Como es sabido, excepcionalmente estos últimos pueden asimilarse a los definitivos cuando impiden totalmente la tramitación de la cuestión que interesa al administrado -archivo, caducidad de instancia, etc.-. Lo mismo está previsto en el artículo 7 incisos a) y b) del Proyecto Nacional.

La diferencia entre el acto que causa estado con el firme o consentido es que en el primero, el agotamiento de la vía administrativa se produjo en tiempo y forma, en cambio, en el segundo, o se han vencido los términos o no se lo impugnó mediante los recursos necesarios. Los actos firmes o consentidos no pueden, como es obvio, ser revisados en Sede Judicial, ya que un requisito procesal inexcusable es que el acto sea definitivo y que haya causado estado.


En el sistema de Córdoba, al igual que en el resto del país, debe procurarse el agotamiento de la vía administrativa hasta llegar a la autoridad con facultad para resolver en última instancia. Su objeto no es sólo evitar el efecto sorpresa, sino en esencia, responsabilizar a los órganos superiores que en definitiva son los primeros responsables de las consecuencias ulteriores. Estos últimos pueden evitar la revisión judicial haciendo lugar a los recursos cuando correspondan, ejercitando un verdadero control de juridicidad, o fundar mejor los actos denegatorios susceptibles de control jurisdiccional. En principio, el custodio máximo de la organización administrativa o su nivel inmediato inferior, debe tener la posibilidad de evitar el pleito o, al menos, tener conocimiento de su interposición (cfr. de mi autoría, "La materia contencioso administrativa en Córdoba", en: Revista de Derecho Público - Proceso Administrativo 1 - 2003-1, Rubinzal Culzoni, Santa Fe 2003, págs. 108 y ss.).
Sin embargo, este sistema presupone también que el agotamiento de la vía administrativa no comporte un tortuoso camino para el administrado ni para la Administración, por lo que prevé sólo uno (cuando, como en el caso, la decisión emana de la máxima autoridad competente para decidir) o, a lo sumo, dos recursos obligatorios (cuando sea dictado por otra autoridad), según corresponda.
En autos la posibilidad de que el actor interponga un recurso de reconsideración esta vez en contra del Decreto Número 1019/2011 no significa admitir "un nuevo recurso" en contra de una decisión administrativa ya confirmada, sino antes bien, se trata de admitir la posibilidad de impugnar el acto que modificó su posición jurídica y que, por ende, lo agravia.
No entenderlo así, lo privaría de una instancia de revisión en la propia sede de la Administración, sin que ello pueda interpretarse como atentatorio de los principios de celeridad, sencillez y eficiencia de la Administración (art. 174, C.P.).
12.- En el presente caso, una interpretación funcional de las normas adjetivas no puede conducir a la caducidad de la acción merced al principio pro actione y a la directriz hermenéutica que aconseja evitar caer en ritualismo excesivo.


Como dice Julio COMADIRA, no es a la forma sino al rigorismo formal al cual se debe combatir (La Licitación Pública, Ed. Lexis Nexis - Depalma, Buenos Aires, 2006, pág. 34).

En este orden de pensamiento se ha pronunciado también el Tribunal Supremo Español al sostener que "...el Derecho no es un fin en sí mismo, ni los trámites por esenciales que sean pueden convertirse en ritos sacramentales, disociados por tanto en su realización como en su omisión, de los efectos que produzca..." (Sentencia Sala 4ta. del 08/05/1986).

En definitiva, la censura expuesta debe ser admitida a riesgo de vulnerar la exigencia del adecuado servicio de justicia que es presupuesto de la garantía contenida en el artículo 18 de la Constitución Nacional, frente a la cual cabe descalificar a la decisión jurisdiccional que acuerde preeminencia al aspecto formal de la cuestión en debate.
En efecto, en la observancia de los referidos principios se juega la concreción de la tutela judicial efectiva y también de la tutela administrativa efectiva que suponen la posibilidad de ocurrir ante los Tribunales de Justicia y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a los derechos de los particulares o litigantes (Fallos 310:276 y 937; 311:208) y que requiere, por sobre todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmente asistirle sino por medio de un proceso conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o decisión- fundada (Fallos 310:1819 y fallo de la C.S.J.N. de fecha 14 de octubre de 2004, en autos "A.937.XXXVI, Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER C. dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986" y comentario de Canosa, Armando N., "Alcances de la denominada tutela administrativa efectiva" en R.A.P. Nro. 323, pág. 75).


Cabe entonces concluir que no es posible en autos inhabilitar la instancia del control judicial con fundamento en la falta de impugnación oportuna del acto administrativo enjuiciado.

El examen de las condiciones de admisibilidad de la demanda contencioso administrativa es incompatible con el excesivo rigor formal de los razonamientos lógicos, pues lo esencial es dar a las normas procesales un alcance acorde con el contexto general y los propósitos que las informan, a fin de posibilitar al demandante la tutela judicial efectiva de sus derechos, en consonancia con la garantía prevista por el artículo 18 de la Constitución Nacional.


Por lo tanto, teniendo en cuenta las directrices jurisprudenciales y doctrinarias citadas y la propia finalidad e instrumentalidad en las que se inscriben las formas del procedimiento administrativo recursivo, se ajusta al orden jurídico una interpretación que permita al actor recurrir los actos administrativos enjuiciados (Decretos Nros. 1019/11 y 720/13) y que admita su demanda de ilegitimidad, toda vez que ella ha sido deducida en término (art. 8, Ley 7182).


13.- En tales condiciones, no es dable incurrir en una renuncia consciente a la verdad jurídico-objetiva, en orden a un hecho decisivo -la interposición del recurso de reconsideración en contra de un acto reconsiderado- para dirimir la habilitación de la instancia judicial, susceptible de configurar un exceso ritual manifiesto en la aplicación e interpretación de la norma procedimental en cuestión (art. 82, L.P.A.), por cuanto ello sería incompatible con el principio del control judicial de los actos administrativos y la garantía del debido proceso adjetivo del artículo 18 de la Constitución Nacional (C.S.J.N., E.D. 152:357).


Es que, como ha sostenido esta Sala reiteradamente, "...si bien la ‘forma’ se erige en garantía contra la arbitrariedad, sin embargo, no puede obviarse que el valor de la ‘forma’ en el procedimiento administrativo, es de carácter ‘instrumental’, es decir, justificado por la finalidad de tutela de la juridicidad..." (cfr. "Tafani..." Sent. Nro. 223/2000 y "Toranzo..." Sent. Nro. 55/2001).

14.- En definitiva, corresponde hacer lugar a la apelación planteada por el actor, revocar el decisorio recurrido,  rechazar la excepción de incompetencia y, en su lugar, declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


15.- Por último, dada la novedad y complejidad de la cuestión planteada, estimo justo y equitativo imponer las costas por su orden en ambas instancias (art. 130 del C.P.C. y C.,            a contrario sensu, aplicable al subexamine por remisión del art. 13 de la Ley 7182).


Así voto.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Adhiero al voto del Señor Vocal preopinante que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión. Por ello, voto en igual sentido.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR LUIS ENRIQUE RUBIO, DIJO:


Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden acertadamente la cuestión planteada, y para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:


Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora a            fs. 100 y, en consecuencia, dejar sin efecto el Auto Interlocutorio Número Quinientos sesenta y cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el catorce de noviembre de dos mil catorce (fs. 97/99).

II) No hacer lugar a la excepción de incompetencia y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) Imponer las costas por su orden en ambas instancias (art. 130 del C.P.C. y C.,           a contrario sensu, aplicable al subexamine por remisión del art. 13 de la Ley 7182).


IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Rodrigo E. Sánchez Brigido -parte actora-, por la labor desarrollada en esta instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 de la citada ley, en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 ib. (art. 40, Ley 9459), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Así voto.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA MARÍA MARTA CÁCERES DE BOLLATI, DIJO:


Habiendo expresado el Señor Vocal preopinante las conclusiones que lógicamente se desprenden de su respuesta a la primera cuestión planteada y compartiéndola plenamente, me expido en igual sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR LUIS ENRIQUE RUBIO, DIJO:


Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,

RESUELVE:


I) Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 100 y, en consecuencia, dejar sin efecto el Auto Interlocutorio Número Quinientos sesenta y cinco, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el catorce de noviembre de dos mil catorce (fs. 97/99).


II) No hacer lugar a la excepción de incompetencia y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.


III) Imponer las costas por su orden en ambas instancias (art. 130 del C.P.C. y C.,           a contrario sensu, aplicable al subexamine por remisión del art. 13 de la Ley 7182).


IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Rodrigo E. Sánchez Brigido -parte actora-, por la labor desarrollada en ésta instancia, sean regulados por la Cámara a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 de la citada ley, en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 ib. (art. 40, Ley 9459), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Protocolizar, dar copia y bajar.-

DR. LUIS ENRIQUE RUBIO


VOCAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





MARÍA MARTA CÁCERES de BOLLATI


VOCAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA





DR. DOMINGO JUAN SESIN


PRESIDENTE SALA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA


TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA








1 - SAC N° 1467374
2 - SAC N° 1467374
19 - SAC N° 1467374

